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I. Introducción
Córdoba es la segunda provincia argentina en población y la quinta en superficie. Su régimen municipal es el más autónomo del país, con muchos municipios pequeños poblacional y territorialmente.

En diciembre de 2004 la Ley 9. 206 introdujo  dos innovaciones que reformarían estructuralmente el estado cordobés: la creación de 26 nuevas regiones (a razón de una por cada departamento existente) y el reconocimiento de comunidades regionales integradas por los gobiernos locales (municipios y comunas) de cada nueva región y gobernadas por los intendentes municipales y presidentes comunales asociados para el desarrollo (agrupados en una Comisión Regional como órgano ejecutivo). Considerando las autonomías locales en lo político e institucional (constitucionalmente consagradas), la ley refiere a la articulación y al asociativismo intermunicipal como mecanismos particulares de gestión política intergubernamental a los fines del desarrollo local/regional. Por otra parte, el nuevo régimen parece asumir un supuesto teórico fundamental acerca de la relación estado - sociedad: que la sustentabilidad de las políticas de desarrollo regional implica necesariamente la participación social en la resolución de los problemas públicos en el marco de una región. Además, plantea la necesidad de profundizar la interacción entre el gobierno provincial  y los gobiernos locales asociados para el desarrollo en el marco de sus regiones, para eso, crea la llamada Unidad de Trabajo Provincia – Comunidades Regionales (UTPCR). 

Con todo, la ley plantea la emergencia de la comunidad regional (CR) como nuevo actor político con facultades para el gobierno de su propio territorio.
Con avances y desafíos, el balance es positivo: se constituyeron 23 asociaciones intermunicipales (llamadas “comunidades regionales”) integrándose 364 gobiernos locales (el 85 % de los existentes) que consensuaron prioridades e indicadores de gestión y desarrollo. El caso cordobés demuestra dos visiones complementarias: “una regionalización municipalista” (desde el gobierno provincial) y “un municipalismo regionalista” (desde los gobiernos locales), ambas a favor de una gestión asociada y coordinada del desarrollo regional, sostenible y aplicable si se observan sus claves, bases y condiciones.
II. Municipios gobernando regiones: en los umbrales de un nuevo municipalismo latinoamericano

El municipalismo latinoamericano es un movimiento múltiple, con muchas diferencias geográficas pero con una semejanza histórica: la reivindicación de las autonomías municipales. Sin embargo, todavía hay municipios que no son autónomos mientras que otros que lo son legal pero no realmente. 

Con progresos y retrocesos según los diversos regímenes, en general, se puede observar que los municipios latinoamericanos han vivido dos oleadas. En la primera se dedicaron solamente a la prestación de los servicios urbanos mientras que en la segunda se consagraron, además, a la promoción del desarrollo local.

Simultánea e incrementalmente (Lindblom, 1979), los municipios se hicieron cargo de nuevas responsabilidades que los estados (unitarios o federales) descentralizaron en medio de procesos de reforma muchas veces reduccionistas y eficientistas (Kliksberg, 1984, págs. 24-29). Asimismo, los municipios se asociaron para gestionar más eficiente y eficazmente sus responsabilidades (tanto las propias como las delegadas) en sus territorios. Ambas orientaciones (la vertical de descentralización y la horizontal de cooperación) caracterizaron las dos primeras oleadas del municipalismo latinoamericano. 

En la primera década de este nuevo mileno, está claro que los municipios latinoamericanos no podrán prestar servicios urbanos ni (mucho menos) promover desarrollos locales (sustentables) sin autonomías (legales y reales). Ahora bien,  esas autonomías serán necesarias pero insuficientes si no sirven como punto de partida para la asociación y la coordinación a escala regional, tal vez, los nuevos nombres del municipalismo latinoamericano.

Desde nuestro punto de vista, esta nueva dimensión regional alumbrará una tercera ola del municipalismo latinoamericano, cuantitativa y cualitativamente diversa: los municipios gobernando sus regiones.

Respecto a esta hipótesis, tres aclaraciones iniciales:

· Al decir municipios pensamos en gobiernos locales elegidos democráticamente, independientemente del alcance y contenido de sus autonomías, del tamaño de sus poblaciones (ciudades, municipalidades, comunas, etc.), de sus competencias materiales (amplias o restringidas) y territoriales (sistemas de municipios colindantes o no colindantes, etc.) y de sus recursos económicos y financieros (propios o de otras jurisdicciones, etc.).

· Al decir gobernando no propiciamos la creación de nuevos gobiernos (o niveles gubernamentales) en los estados (nacionales o subnacionales) sino más bien la constitución de nuevas instancias de gestión asociada y coordinada del desarrollo. Es decir, no pensamos en el gobierno-institución (Lleixá, 1996, pág. 395-396) sino más bien en el gobierno-gestión.  

· Al decir regiones propiciamos divisiones políticas de espacios territoriales (económica o socialmente homogéneos o heterogéneos) creadas por los gobiernos centrales a los fines de gestionar el desarrollo. 

Ahora bien, en esta hipótesis, ¿cómo podrían los municipios gobernar sus regiones? Desde nuestro punto de vista, solamente a través de asociaciones intermunicipales que diseñen y gestionen estrategias y políticas de desarrollo en coordinación con gobiernos centrales. Por lo tanto, la respuesta debería abarcar dos nuevas orientaciones, por lo menos, llamadas a caracterizar esta tercera ola del municipalismo latinoamericano:
Por una parte, se trataría de una nueva orientación horizontal municipio-municipios, que supere la cooperación mutua, integrando asociaciones para
gobernar regiones. Habría, pues, un cambio de fondo respecto a las mancomunidades municipales preexistentes. Una cosa es prestar un servicio urbano o promover el desarrollo local en colaboración con otro u otros municipios y otra es gobernar asociadamente una región con otros municipios. 
Por otra parte, se trataría de una nueva orientación vertical municipios-gobiernos centrales-municipios que supere la descentralización unilateral, negociando y debatiendo estrategias y políticas para gobernar regiones. Habría, pues, un cambio de fondo respecto a las relaciones intergubernamentales preexistentes. Una cosa es descentralizar un servicio o una función y otra es gobernar coordinadamente una región entre gobiernos centrales y asociaciones intermunicipales. 

Más allá de una gran diversidad de opciones posibles según los países, respecto a los municipios en particular y al municipalismo en general, gobernar asociada y coordinadamente una región supone, básicamente, ampliar sus responsabilidades. Pensemos en una asociación intermunicipal gobernando un área metropolitana. Pensemos en asociaciones intermunicipales gobernando una región que incluya los radios de municipios colindantes u otra región que incluya los ejidos urbanos y las zonas rurales entre los ejidos urbanos de municipios no colindantes. Las pensemos eligiendo sus autoridades y sancionando sus normas, contratando, realizando obras y prestando servicios públicos, en virtud de delegaciones de los gobiernos centrales y/o, también, de los municipios asociados. 

Esto supone un gran acuerdo inicial entre los gobiernos centrales, por una parte, y los gobiernos locales, por la otra. No se puede pensar esta tercera ola del municipalismo latinoamericano en términos reivindicativos: lo que ganan los municipios lo pierden los gobiernos centrales o viceversa. No. 

Para que alumbre esta tercera ola, habrá que actuar en términos de suma positiva. Será indispensable, primero, que los gobiernos centrales decidan crear nuevas regiones (subdividir o reorganizar las existentes, si fuera necesario), reconociendo a asociaciones intermunicipales como instancias de gestión regional y, principalmente, que los gobiernos locales decidan asociarse para gobernar esas regiones (nuevas o reorganizadas) en coordinación con los gobiernos centrales, ampliando sus responsabilidades. 

Claramente, esta tercera ola del municipalismo latinoamericano (llamada no a sustituir sino a complementar a las anteriores) requiere municipalistas en los municipios pero, también, municipalistas en los gobiernos centrales que entiendan, inicien o sigan el proceso.

Hoy, en América Latina, municipalismo sigue siendo prestación de servicios urbanos y promoción de desarrollos locales pero, sobre esas bases, municipalismo es gestión asociada y coordinada del desarrollo regional.

III.  El municipalismo de Córdoba en Argentina 

En cuanto a la distribución territorial del poder (Bilbó y Pastor, 1996, págs. 454-455 y 458-461), la Nación Argentina adopta para su estado la forma federal, según el artículo 1° de la Constitución Nacional. Así, el federalismo argentino se estructura sobre la base de 23 provincias más la ciudad de Buenos Aires (Capital Federal). De acuerdo con el artículo 5°, cada Provincia dicta para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional y que asegure su régimen municipal (junto con su administración de justicia y la educación primaria). A partir de la reforma constitucional de 1994, el nuevo artículo 123 dispone que 
las constituciones provinciales deben asegurar la autonomía municipal reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero. Por lo tanto, en Argentina, las autonomías municipales son requisitos de las autonomías provinciales. Así, los 1.924 municipios argentinos son (o deben ser) autónomos, por lo menos desde el punto de vista legal. Sin embargo, cinco de las 23 provincias argentinas no aseguran ni reglan la autonomía municipal, a saber: Buenos Aires, Entre Ríos, Mendoza, Santa Fe y Tucumán. Semejante falta es doblemente grave respecto a la Provincia de Buenos Aires: primero, porque  es la más grande y, segundo, porque ha modificado su Constitución Provincial después de la reforma de la Constitución Nacional de 1994. Vale decir, además, que las cinco provincias nombradas abarcan el 36,1 % del total de municipios argentinos. 

En ese marco, el municipalismo cordobés se distingue como un régimen de gran autonomía y, a la vez, de muchos municipios pequeños, lo que, a los ojos de los intérpretes y críticos, presenta aspectos positivos y, también, negativos en comparación con otras provincias argentinas y otros países latinoamericanos. A continuación, revisaremos, con la mayor brevedad, tanto las fortalezas y oportunidades como las debilidades y amenazas del régimen municipal de Córdoba en Argentina y, luego, la regionalización municipalista y/o el municipalismo regionalista que, desde nuestro punto de vista, se ha puesto en marcha en diciembre de 2004, como anverso y reverso de una misma moneda.

A.  Gran autonomía

El municipalismo de Córdoba es el régimen más autónomo en Argentina. La Constitución Provincial de 1987 (artículos 180 a 194) reconoce a los municipios (poblaciones de más de dos mil habitantes) como comunidades naturales fundadas en la convivencia y, sobre esa base, asegura a todos los municipios las autonomías en el orden político, administrativo, económico y financiero. Además, a las ciudades (es decir, a los municipios de más 10 mil habitantes) les asegura la atribución de dictar sus Cartas Orgánicas (autonomía institucional). 

Respecto a la autonomía política, se asegura a los municipios la elección directa de sus autoridades (la Constitución Provincial establece la elección a simple pluralidad de sufragios para el órgano ejecutivo y un sistema de representación proporcional para el Cuerpo Deliberante que asegure al partido que obtenga el mayor número de votos la mitad más uno de sus representantes), siendo responsables de gobernar y administrar los intereses públicos locales dirigidos al bien común y juzgar políticamente a las autoridades municipales, ejerciendo las funciones delegadas por el gobierno federal o provincial y cualquier otra función o atribución de interés municipal que no esté prohibida por la Constitución Provincial y sea compatible con las funciones de los poderes del Estado. 

En cuanto a la autonomía administrativa, se asegura a los municipios las atribuciones de administrar y disponer de los bienes que integran el patrimonio municipal, nombrar y remover los agentes municipales, realizar obras públicas y prestar servicios públicos por sí o por intermedio de particulares, regular el procedimiento administrativo y el régimen de faltas, establecer restricciones, servidumbres y calificar los casos de expropiación por utilidad pública con arreglo a las leyes que rigen la materia. 

Los municipios cordobeses tienen amplias competencias materiales (propias o concurrentes), correspondiéndoles atender las siguientes materias: salubridad; salud y centros asistenciales; higiene y moralidad pública; ancianidad, discapacidad y desamparo; cementerios y servicios fúnebres; planes urbanísticos y edilicios, apertura y construcción 
de calles; plazas y paseos; diseño y estética; vialidad, tránsito y transporte urbano; uso de calles y subsuelo; control de la construcción; protección del medio ambiente, paisaje, equilibrio ecológico y polución ambiental; faenamiento de animales destinados al consumo; mercados, abastecimiento de productos en las mejores condiciones de calidad y precio; elaboración y venta de alimentos; creación y fomento de instituciones de cultura intelectual y física y establecimientos de enseñanza regidos por ordenanzas concordantes con las leyes en la materia; turismo; servicios de previsión, asistencia social y bancarios; disponer y fomentar las políticas de apoyo de los valores culturales, regionales y nacionales, en general; conservar y defender el patrimonio histórico y artístico.

A los fines del desempeño de esas materias, la Constitución Provincial les asegura la autonomía económica y financiera. Los municipios cordobeses son responsables de crear, determinar y percibir los recursos económicos financieros, confeccionar presupuestos, realizar la inversión y el control de los recursos, publicar periódicamente el estado de sus ingresos y gastos y, anualmente, una memoria de la labor desarrollada. Así, pueden crear, determinar y percibir impuestos municipales establecidos en la jurisdicción respectiva que respeten los principios constitucionales de la tributación y la armonización con el régimen impositivo provincial y federal, precios públicos municipales, tasas, derechos, patentes, contribuciones por mejoras, multas y todo ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio. También disponen de los recursos provenientes de la coparticipación provincial y federal (cuyos porcentajes no pueden ser inferiores al veinte por ciento), donaciones, legados y demás aportes especiales. Finalmente, pueden contraer empréstitos para obras públicas o conversión de la deuda ya existente. 

Junto con los municipios, la Constitución Provincial establece comunas (poblaciones de menos de dos mil habitantes), a las que también les asegura un sistema representativo con elección directa de sus autoridades pero, a diferencia de los municipios, deriva a la ley la determinación tanto de las condiciones de su existencia como de sus competencias (materiales y territoriales) y recursos. La ley ha determinado un régimen de competencias materiales más limitado respecto a los municipios. Además, las comunas pueden ser intervenidas (por deficiencias en la prestación de los servicios públicos, grave desorden administrativo, económico o financiero imputable a las autoridades, enajenación de sus bienes o acefalía total) y, también, pueden ser disueltas mediante una ley (los municipios, en cambio, no pueden ser intervenidos sino por acefalía total ni pueden ser disueltos). 

Los municipios son gobernados por un Intendente y un Concejo Deliberante mientras que las comunas son gobernadas por una Comisión encabezada por un Presidente. 

En general, la autonomía y, consiguientemente, las amplias funciones municipales (y más limitadamente comunales) son vistas como fortalezas que distinguen al municipalismo cordobés. Pero también pueden ser debilidades: por una parte, si las autonomías se vuelven aislamiento respecto a la provincia o a otros municipios o comunas y, por la otra, si las funciones no se acompañan de recursos económicos y financieros suficientes.

B.  Muchos municipios pequeños

Asimismo, el municipalismo cordobés se distingue como un régimen de muchos municipios pequeños en cuanto a sus poblaciones y territorios. Veamos.

La Provincia reconoce 249 municipios a los que se deben sumar 178 comunas, lo que representa un total de 427 gobiernos locales, es decir, el 22,2 % de los gobiernos locales argentinos. 
De los 249 municipios, hay 108 que tienen menos de dos mil habitantes (deberían ser comunas pero siguen siendo municipios en virtud de una cláusula transitoria de la Constitución Provincial reformada en 1987) y hay cinco comunas que tienen más de dos mil habitantes (próximamente serán municipios). Consiguientemente, si se suman esos 108 municipios más las 173 comunas que tienen menos de dos habitantes, se observa que casi un 66 % de los gobiernos locales de la Provincia de Córdoba tiene menos de dos mil habitantes. Asimismo, se observa que un 26 % tiene entre dos mil y 10 mil habitantes y apenas un 8% tiene más de 10 mil habitantes. Por lo tanto, se puede decir que la generalidad de los municipios y comunas son pequeños desde el punto de vista poblacional, menos la ciudad capital donde vive el 42 % de la población provincial. 

Ahora bien, los municipios cordobeses también son pequeños territorialmente. De acuerdo con la Constitución y las leyes provinciales, la competencia territorial de los municipios (y de las comunas), es decir, el territorio donde éstos desempeñan sus competencias materiales, comprende la zona a beneficiarse con los servicios municipales (o comunales). Así, en la Provincia de Córdoba, (a diferencia de otras provincias argentinas como Buenos Aires, por ejemplo) los municipios o comunas no colindan necesariamente con otros municipios o comunas, lo que origina las llamadas “zonas grises”, o sea, territorios rurales o suburbanos que están fuera de radios urbanos (municipales o comunales).

A consecuencia de la adopción constitucional del sistema de municipios no colindantes, casi el 90 % del territorio provincial esta “fuera” de los radios urbanos donde se prestan servicios municipales o comunales. Por lo tanto, también se puede decir que la generalidad de los municipios y comunas son pequeños desde el punto de vista territorial, menos la ciudad capital con un territorio de 562 km2.

Sin dudas, esta caracterización supone ventajas y desventajas. Muchos municipios pequeños poblacional y territorialmente pueden facilitar la inmediatez entre representantes y representados, la desconcentración administrativa y la participación social, difíciles de alcanzar en otros regímenes caracterizados por pocos municipios grandes en población y territorio (como el de la Provincia de Buenos Aires, por ejemplo, donde 134 municipios, el 7 % del total nacional, concentra la población del 43 % del país y cubren toda la superficie provincial). Sin embargo, no se puede negar que también supone dificultades por falta de escala que obstaculizan la gestión del desarrollo regional: muchos problemas que se presentan “dentro” municipio se originan y/o se resuelven “fuera” (geográfica, jurídica o políticamente). De ahí la importancia del asociativismo intermunicipal en el caso de Córdoba. 

III. Regionalización municipalista o municipalismo regionalista: el caso cordobés

A partir de un amplio acuerdo entre el gobierno provincial y los gobiernos locales de todos los partidos políticos, logrado en sucesivos debates en la Unidad de Trabajo Provincia-Municipios, el 22 de diciembre de 2004, la Legislatura de Córdoba sancionó la Ley Orgánica de Regionalización Provincial N° 9.206. 
Vale señalar que la Unidad de Trabajo (o Mesa) Provincia-Municipios (UTPM) fue clave en el proceso de gestación de la ley de regionalización. La UTPM fue creada por la ley Nº 8.864 en julio de 2000 y funciona como un ámbito de diálogo para la concertación interinstitucional en el que participan, en representación de los gobiernos locales, Intendentes municipales y Presidentes comunales de diversa pertenencia partidaria y, en representación del gobierno provincial, el Ministro de Gobierno y el Director General de Asuntos Municipales y Asesoramiento. La ley acuerda a la UTPM funciones relativas al 
estudio, evaluación y tratamiento de todos los aspectos de índole institucional y financiera de los municipios y comunas de la Provincia de Córdoba. En ese ámbito se alcanzaron los acuerdos intergubernamentales que posibilitaron la sanción de la ley de regionalización, lo que explica su exitosa puesta en marcha, como veremos.

A. Nuevas regiones 

Viendo al desarrollo como necesidad a satisfacer y considerando a la centralización provincial como un problema a resolver (Graglia, Merlo y Kunz, 2005), la ley N° 9.206 supuso dos innovaciones trascendentes llamadas a reformar estructuralmente el Estado cordobés, si se implementan correctamente, es decir, a través de acuerdos y consensos: la primera, la creación de 26 regiones  y, la principal desde nuestro punto de vista, el reconocimiento de asociaciones intermunicipales (llamadas “comunidades regionales”) como gobiernos de las regiones creadas.  

De acuerdo con la ley N° 9.206, se regionaliza el territorio provincial mediante la creación de 26 regiones en coincidencia con los departamentos existentes.

Vale aclarar que, en la Provincia de Córdoba, los departamentos son divisiones políticas que no desempeñan competencias gubernamentales ni administrativas, pero sirven como circunscripciones electorales a los fines de la integración de la legislatura provincial (unicameral): de los 70 legisladores provinciales, son elegidos 44 por distrito único y 26 a razón de uno por departamento.

Reeditando un viejo debate teórico sobre la génesis de las regiones, se ha cuestionado esta opción de la ley de regionalización. No la de regionalizar la provincia (asignatura pendiente desde la reforma constitucional de 1987) sino la de crear tantas regiones como departamentos, argumentando que los departamentos nada (o poco) tiene que ver con la realidad social, cultural o económica del territorio cordobés. 

A pesar de esa crítica de naturaleza sociológica, se puede argumentar, a favor de la opción de la ley N° 9.206, que ésta crea regiones político-administrativas (no regiones socio-culturales ni socio-económicas) y que, a los fines de determinar las competencias territoriales de cada una de ellas (lo que resulta indispensable a los fines de descentralizar obras y servicios), “aprovecha” la definición de los límites territoriales de los departamentos existentes, lo que representa una ventaja. De lo contrario, la ley de regionalización hubiera tenido que “inventar” los límites espaciales o geográficos de las regiones sobre bases “culturales” o económicas” siempre controvertibles. 

Desde nuestro punto de vista, la opción de la ley Nº 9.206, no siendo la mejor, es la más posible, porque define espacial o geográficamente cada una de las regiones creadas a partir de límites reconocidos políticamente. 

B.  Comunidades regionales de gobiernos locales 

Integración y gobierno

Más allá del debate sobre la génesis de las regiones, lo más importante desde el punto de vista del municipalismo, ha sido el reconocimiento de asociaciones intermunicipales (llamadas “comunidades regionales”) a constituir como gobiernos de las regiones creadas.  

Según la ley N° 9.206, se reconoce en cada una de las regiones creadas una comunidad regional a la que podrán integrarse voluntariamente todos los municipios y comunas comprendidos dentro de la región, que tendrá carácter de persona jurídica de derecho 
público con aptitud para adquirir y enajenar bienes y realizar todo tipo de actos jurídicos y que se inscribirá en un registro especial que al efecto llevará el Ministerio de Gobierno. 
Claramente, viendo su forma de constitución, sostenemos que las comunidades regionales deben ser consideradas como asociaciones intermunicipales (o mancomunidades de gobiernos locales). 
En cuanto a su gobierno, la ley de regionalización establece que la comunidad regional será gobernada por una Comisión (que desempeñará sus funciones ad honorem) formada por los Intendentes municipales y Presidentes comunales de los municipios y comunas que la integren (y, también, el legislador provincial por el departamento correspondiente). 

La Comisión podrá designar de fuera de su seno, un administrador que podrá ser rentado. El administrador no puede ser uno de los Intendentes o Presidentes de los municipios o comunas integrantes de la comunidad regional. La ley no obliga a que se designe un administrador ni a que éste sea rentado. Simplemente habilita ambas posibilidades. 

La Comisión sintetiza todas las funciones de gobierno de la comunidad regional  (ejecutivas y deliberativas) y también de contralor. Pero, a los fines de ejercerlas, deben establecerse dos órganos independientes: uno ejecutivo (o mesa) y otro órgano de contralor (o sindicatura), a integrar por los Intendentes municipales, Presidentes comunales (y el respectivo legislador provincial), correspondiendo a la Comisión en pleno el ejercicio de las funciones deliberativas, de acuerdo con su propio reglamento interno.

La Comisión en pleno se deberá reunir, ordinariamente, al menos una vez por mes sin necesidad de convocatoria y, extraordinariamente, por convocatoria del Presidente o de un tercio de sus miembros, deliberará con la mitad más uno de sus miembros y adoptará sus decisiones por el voto de la mayoría de los presentes, salvo los casos para los que en el reglamento interno se exija especialmente otra mayoría. 

El reglamento interno deberá establecer el régimen de contrataciones, previendo a este respecto la aplicación supletoria de las normas de contabilidad y administración que rigen al gobierno provincial. 

Finalmente, vale señalar que también podrán participar de la comunidad regional, cuando por resolución de sus cuerpos orgánicos así lo dispongan, los representantes de los Consejos de la Sociedad Civil con asiento en la región.

Competencias y recursos

La ley N° 9.206 establece que las comunidades regionales tienen las siguientes competencias materiales y territoriales, siempre dentro de los límites espaciales o geográficos de las respectivas regiones creadas (en coincidencia con los departamentos existentes):

· Fuera de los radios urbanos:

·  la competencia material que la legislación vigente atribuya a los municipios y comunas y sea compatible con los objetivos de la comunidad regional y

· el poder de policía provincial en materias municipales o comunales, previo acuerdo que garantice los recursos para su efectivo ejercicio y cumplimiento. Por ejemplo, en materias como salubridad, control de la construcción, etc. 

· Dentro de los radios urbanos: las funciones municipales o comunales que los municipios o comunas le transfieran voluntariamente mediante convenios. Por ejemplo, obras de pavimentación o mantenimiento de calles de tierra, redes domiciliarias de gas natural o de saneamiento urbano, recolección y tratamiento de residuos sólidos, tribunales de faltas, etc. 

· Fuera y/o dentro de los radios urbanos: las funciones provinciales que le transfiera y/o delegue el gobierno provincial, previo acuerdo que garantice los recursos para el

efectivo ejercicio y cumplimiento. Por ejemplo, construcción o mantenimiento de rutas, infraestructura o servicios de educación (primaria o secundaria), de salud (hospitales de mediana complejidad), de seguridad (comisarías departamentales), cobranza de impuestos provinciales, etc.. 

Adviértase que, en el supuesto de delegación de competencias provinciales a una comunidad regional dentro de los radios urbanos (municipales o comunales), no es necesaria la aceptación del municipio o comuna donde se ejercerá la competencia. 

Acerca de los recursos, la ley de regionalización establece como recursos de la comunidad regional:

· Las tasas, precios públicos, derechos, patentes, multas, contribuciones por mejoras y cualquier otro ingreso por la administración o disposición de su patrimonio.

· La coparticipación en las rentas que recauda la Provincia y los demás recursos que el gobierno provincial le asigne, sin afectar la coparticipación que la Constitución de la Provincia asegura a municipios y comunas (la legislación vigente establece que los recursos de la coparticipación provincial no pueden ser inferiores al veinte por ciento y que el monto resultante se distribuye entre los municipios y comunas basándose en los principios de proporcionalidad y redistribución solidaria).

· Las donaciones, legados y aportes especiales de la Nación, la Provincia, los municipios o comunas y cualquier otra persona pública o privada.

En síntesis, viendo las responsabilidades que la ley de regionalización les reconoce en un territorio, que incluye tanto las zonas rurales o suburbanas (por delegación de la provincia) como los radios urbanos (por delegación de los municipios y comunas integrantes), sostenemos que las comunidades regionales deben ser consideradas como una instancia de gestión (asociada y coordinada) del desarrollo regional. 

IV. Claves de interpretación, bases y condiciones

A partir de las disposiciones legales descriptas y de los primeros avances del proceso en marcha, podemos enunciar tres claves de interpretación del caso cordobés:

1. Las regiones son territorios o espacios divididos políticamente por decisión del gobierno de la provincia (de arriba hacia abajo) (Fernández, 1996, págs. 444-446) como parte de su política provincial (Graglia, Merlo y Kunz, 2005), incluyendo radios urbanos (por delegación de los respectivos gobiernos locales) y las zonas rurales entre los ellos (por delegación del gobierno provincial). Los municipios y comunas integrantes no podrían modificar las regiones creadas por la provincia, simplemente las reconocen y, sobre esa base, se asocian para gobernarlas en coordinación con el gobierno provincial. 

2. Las comunidades regionales, en cambio, son personas jurídicas  constituidas autónomamente por decisión de los gobiernos municipales y comunales (de abajo hacia arriba) (Fernández, 1996, págs. 446) como parte de sus políticas. La provincia no podría constituir las comunidades regionales, simplemente establece el marco legal para que se organicen y funcionen y, sobre esa base, las reconoce coordinando con ellas políticas de desarrollo regional. 

3. En Córdoba, los municipios gobiernan sus regiones en asociación con otros municipios y en coordinación con el gobierno provincial. Tal vez, esa es la particularidad del caso cordobés. La integración intermunicipal (como una forma máxima del asociativismo) es la causa (y no la consecuencia) de la constitución de las 
comunidades regionales. Sin municipios y comunas integrados no hay comunidad regional. Pero los municipios o comunas no se fusionan ni pierden sus competencias locales (materiales ni territoriales). Por el contrario, las amplían, ejerciendo nuevas funciones en territorios nuevos. Claramente, no se trata de un nuevo gobierno “supra-municipal” sino de una instancia de gestión intergubernamental del desarrollo regional.  

Considerando dichas claves de interpretación, podemos decir que estamos de cara a un proceso jurídico y, sobre todo, político de construcción institucional y de carácter sistémico (Easton, 1965), una verdadera reforma transversal (Oszlak, 2001, págs. 37-39) del Estado cordobés. Tal vez, una señal del nuevo municipalismo que alumbra.

Para finalizar dos preguntas y sus respuestas preliminares: ¿Será sostenible el ensayo cordobés? ¿Sería aplicable en otras provincias argentinas o en otros países latinoamericanos?

Desde nuestro punto de vista, para que el embrionario proceso de regionalización municipalista-municipalismo regionalista pueda sostenerse en Córdoba, será indispensable respetar tres bases o condiciones específicas, a saber:

1. Fortalecer las instituciones y los mecanismos de negociación y concertación existentes, en especial la Unidad de Trabajo Provincia-Comunidades Regionales (recientemente creada) y, también, las comisiones de gobierno de las comunidades regionales, imprescindibles en procesos complejos como éste en los que el diseño y la gestión de las políticas regionales serán artesanales, basándose en la argumentación y la persuasión (Majone, 1975).
2. Definir una agenda (Elder y Cobb, 1984) provincial de desarrollo estratégico (a largo plazo), a partir de una visión común del proyecto de regionalización y asociativismo intermunicipal en marcha, que consolide su sentido y sus alcances, rescatando la cultura política que lo sostiene: una regionalización y un municipalismo que apuntan al desarrollo humanista e integral (IDLG, 2004) sobre la base de la descentralización provincial y la integración intermunicipal. 

3. Diseñar políticas incrementales (Lindblom, 1979) y relacionales (Graglia, 2004, págs. 25-27), factibles y estratégicas (May, 1981, pág. 256), beneficiosas y provechosas para los gobiernos locales, las comunidades regionales y el gobierno provincial, gestionándolas con legitimidad (Levi, 1983. pág. 862), legalidad (Bobbio, 1983, pág. 860), eficacia y eficiencia (Gallego G., 1984, págs. 99 y Dror, 1984, pág. 162), con el propósito de consolidar las comunidades regionales organizacional y socialmente, prestando servicios y realizando obras, ejerciendo funciones delegadas por el gobierno provincial y, también, por los gobiernos locales, en toda la región.

De igual forma, para que pueda aplicarse en otras provincias o en otros países, será indispensable respetar tres bases o condiciones generales, a saber:

1. Un gran acuerdo inicial entre gobiernos centrales (nacionales y/o subnacionales según las formas de estado de cada país), por una parte, y los gobiernos locales, (a partir del alcance y contenido de sus autonomías, sus poblaciones, competencias y recursos), por la otra.

2. Que los gobiernos centrales decidan, por un lado, crear nuevas regiones  (subdividir o reorganizar las existentes, si fuera necesario), dividiendo políticamente sus territorios y, por el otro, reconocer a asociaciones intermunicipales como instancias gubernativas de gestión regional, estableciéndoles un marco legal de organización y funcionamiento.
3. Que los gobiernos locales decidan asociarse para gobernar esas regiones (nuevas o reorganizadas) en coordinación con los gobiernos centrales, ampliando sus responsabilidades. 
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